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Acta No. 464 del 7 de septiembre de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00992-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el representante legal de la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los Juzgados Primero y Segundo Civiles Municipales de esta ciudad y el señor Rafael Antonio Baena Correa.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el promotor de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Por sentencia del 18 de junio de 2011, el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira accedió a las pretensiones del señor Rafael Antonio Baena Correa y condenó a la Aseguradora Solidaria de Colombia a pagarle la suma de $15.030.000, así como las costas, reducidas en un 90%, y las agencias en derecho, por valor de $2.029.500.

1.2 El citado demandante había contratado a la firma Cobros y Consultorías Ltda para que adelantara el proceso en el que se produjo ese fallo; sociedad que a su vez, designó para ese efecto a una de sus abogadas, la Dra. Viviana Alzate.
1.3 Luego de haberse dictado la providencia referida, el señor Óscar Iván Cardona, gerente de Cobros y Consultorías Ltda, se presentó ante la Aseguradora Solidaria con un poder supuestamente tramitado por el demandante en la Notaría Séptima del Círculo de Pereira, por medio del cual “facultaba a la empresa referida para realizar el recaudo mencionado y en especial para recibir”.
1.4 Teniendo en cuenta lo anterior, el 20 de septiembre de 2011 se pagó la obligación por la suma de $17.550.681.

1.5 A pesar de lo anterior, el señor Rafael Antonio Baena Correa, por intermedio de la misma apoderada que lo había representado en el mencionado proceso, instauró demanda ejecutiva con base en la sentencia proferida. 
1.6 El Juzgado Primero Civil Municipal libró mandamiento de pago el 5 de julio de 2013.

1.7 La sociedad que representa propuso excepciones, entre ellas, la de cobro de lo no debido por pago total de la obligación y para acreditarla aportó el poder original y los comprobantes de pago generados a favor de Cobros y Consultorías Ltda.
1.8 Dentro del traslado de esas excepciones, el demandante procedió a promover incidente de tacha de falsedad respecto del citado poder.

1.9 Ese proceso fue reasignado al Juzgado Segundo Civil Municipal, ante el cual se surtió el periodo probatorio.
1.10 Si bien con la prueba pericial de grafólogo se logró acreditar que el poder efectivamente era falso, también se demostró que entre el ejecutante y Cobros y Consultorías Ltda se suscribió un contrato de prestación de servicios para adelantar el proceso ordinario en el que se generó la sentencia objeto del recaudo; en ese documento el señor Baena Correa expresamente le confirió a esa sociedad la facultad de recibir los dineros producto de ese fallo.

1.11 En sentencia del 19 de agosto de 2016, la Jueza Tercera (sic) Civil Municipal de Pereira, luego de analizar detalladamente las pruebas aportadas, las circunstancias relativas al pago de la obligación y las normas que regulan la materia, concluyó que le asistía razón a la ejecutada respecto a que había pagado adecuadamente la obligación.
1.12 Notificado de esa providencia, el apoderado del demandante interpuso recurso de apelación y, tal como le correspondía, expuso de manera breve los motivos de su disenso, los cuales debía ampliar ante el juez de segunda instancia.

1.13 El Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, al que correspondió el conocimiento del asunto en segunda instancia, programó el 6 de julio pasado como fecha para llevar a cabo la sustentación del recurso y la lectura de la sentencia. En esa diligencia, el apoderado del demandante, en forma escueta, indicó que la inconformidad con el fallo de primera instancia radica en que para “revocar el mandamiento de pago” se le hubiere dado valor suficiente a un contrato de prestación de servicios, cuando el poder era falso, solicitó tener en cuenta lo dicho en el “memorial de interposición de la apelación” y citó el artículo 1634 del Código Civil. En dicha intervención se demoró tres minutos.   
1.14 Concedida la palabra al apoderado de la ejecutada, este, en ocho minutos, además de argumentar los motivos por los cuales la sentencia impugnada debía ser confirmada, solicitó declarar desierto el recurso por falta de sustentación. 
1.15 La funcionaria accionada intervino desde el minuto trece y solamente hasta el treinta y tres expuso su análisis jurídico. Sin mayores explicaciones decidió que el pago se realizó de mala manera, ya que había sido realizado con base en un poder falso y no en el contrato de prestación de servicios; para ello empleó aproximadamente tres minutos.

1.16 En esta última providencia, dice, se incurrió en vía de hecho por las siguientes razones: a) se dejó de realizar la valoración jurídica necesaria para desvirtuar los argumentos de la juez de primera instancia; b) solo se evidencia la opinión personal de la accionada, con desconocimiento del artículo 280 del Código General del Proceso; c) se “deja muchos vacíos jurídicos” como por ejemplo el destino de los dineros consignados por parte de Cobros y Consultorías a órdenes del juzgado por concepto del pago de la obligación por parte de la Aseguradora; d) el análisis probatorio no fue realizado de manera íntegra, pues se desconoció el contrato celebrado entre el ejecutante y la sociedad que cobró la obligación, en el cual se concedió la facultad para recibir. Tampoco se valoró la denuncia interpuesta por el ejecutante, por  hurto y falsedad contra Cobros y Consultorías, ni los comprobantes contables de esa sociedad en los que se da cuenta de los negocios que entre ellos se celebraron y e) se abstuvo de resolver de manera expresa sobre la solicitud relativa a la declaratoria de deserción del recurso de apelación.     
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y a la recta administración de justicia. Para su protección, solicita se decrete la nulidad de la sentencia proferida por el juzgado accionado en el citado proceso ejecutivo, por incurrir en defecto fáctico y en falta de motivación. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 24 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular a los Juzgados Primero y Segundo Civiles Municipales de esta ciudad y al señor Rafael Antonio Baena Correa.

2. En el trámite de esta instancia únicamente se pronunció la Jueza Segunda Civil Municipal para manifestar que se remitía a la sentencia que profirió en primera instancia dentro del proceso en que la sociedad accionante encuentra lesionados sus derechos, en la cual dejó plasmadas sus consideraciones respecto al caso.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la tutela frente a la providencia del Juzgado Tercero Civil del Circuito por medio de la cual revocó la sentencia de primera instancia, declaró no probada la excepción de cobro de lo no debido y ordenó continuar con la ejecución, en el proceso promovido contra la sociedad accionante. También si la omisión de pronunciamiento frente a la solicitud de declaratoria de deserción del recurso de apelación allí interpuesto, hace procedente el amparo. De serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el demandante.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas de forma física y en disco compacto, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Por sentencia del 18 de julio de 2011, el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira definió el proceso de responsabilidad civil contractual promovido por el señor Rafael Antonio Baena Correa contra la Aseguradora Solidaria de Colombia. En ella decidió condenar a esta última a pagar al demandante la suma de $15.030.000, más intereses moratorios, costas reducidas en un 90% y agencias en derecho por valor de $2.029.500
.

4.2 El citado señor, por intermedio de apoderada, instauró demanda ejecutiva para obtener el pago de tales sumas
, y por auto del 5 de julio de 2013, se libró el mandamiento de pago
.
4.3 El apoderado de la Aseguradora Solidaria de Colombia contestó la demanda y propuso las excepciones de “cobro de lo no debido por pago total de la obligación” y “mala fe y posible incursión en conducta delictual por parte del demandante”, con sustento en que la deuda ya había sido pagada el ejecutante a través de la sociedad a la cual él otorgó poder para recibir
.
4.4 La parte actora se pronunció frente a esos medios exceptivos y tachó de falso el poder aportado por la parte demandada
.
4.5 Perito elaboró el trabajo de grafología decretado como prueba y determinó que “la firma del señor Rafael Antonio Baena Correa, visible en el documento referenciado y descrito como dubitado, no procede del gesto grafico (sic) del señor Rafael Antonio Baena Correa”
.
4.6 Mediante sentencia del 19 de agosto de 2016, el Juzgado Segundo Civil Municipal, al que fue remitido el proceso, declaró probada la excepción de cobro de lo no debido, ordenó cesar la ejecución y levantar las medidas previas decretadas. 
Para así decidir consideró que con la copia del cheque No. 32123, por valor de $17.550.681, la parte ejecutada demostró que pagó la obligación al representante legal de Cobros y Consultorías Ltda, quien tenía poder para ello y aceptó en su declaración haber recibido ese dinero. Respecto a la validez de este pago, dijo que en la cláusula séptima del contrato suscrito por el ejecutante y la citada sociedad, se expresó que esta última quedaba facultada para conciliar, transigir, desistir, recibir, renunciar, reasumir y de más facultades inherentes al buen cumplimento de la gestión encomendada. Por tanto, si la Aseguradora ejecutada procedió a pagar la deuda a quien le presentó un poder falso para cobrarla, no se equivocó en su proceder pues ese supuesto apoderado, contaba con la atribución de recibir en nombre de aquel
.
4.7 Frente a esa decisión el apoderado de la Aseguradora Solidaria formuló recurso de apelación
.

4.8 El 6 de julio de 2017 el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira celebró la audiencia de alegaciones y fallo, acto en el que el apoderado del demandante manifestó que de conformidad con el artículo 1634 del Código Civil el pago debe realizarse al acreedor o a quién este autorice y que si bien en este caso se suscribió un contrato de prestación de servicios, aquella autorización es inexistente pues está acreditado que el poder otorgado para ese efecto fue falsificado de conformidad con los resultados de la prueba pericial, lo cual no fue objeto de análisis por parte del funcionario de primera instancia. Es decir, se demostró que el ejecutante no otorgó mandato para recibir el citado pago. Solicita se valore esa prueba y se acceda a las pretensiones de la demanda. 
Se pronunció el apoderado de la contraparte para solicitar, primero, se declarara desierto el recurso de apelación por falta de sustentación. Luego expresó las razones por las cuales consideraba que la decisión impugnada debía ser confirmada.
Acto seguido se dictó la sentencia de segunda instancia. Empezó por señalar la señora Jueza Tercera civil del Circuito que de acuerdo con los artículos 1634, 1638 y 1640 del Código Civil, para que el pago sea válido debe hacerse al acreedor mismo o la persona que la ley o el juez autoricen recibir por él o quien se encuentra facultada por este; la diputación para recibir el pago puede ser conferida por el acreedor mediante poder especial para la libre administración del negocio en el que esté comprendido dicho crédito y el mandato otorgado para demandar al deudor no confiere por sí solo la facultad para recibir el pago correspondiente. 
Luego indicó que en el caso concreto, aunque el representante legal de la sociedad Cobros y Consultorías Ltda presentó poder para el cobro de la deuda, dicho documento resultó ser espurio, pues la firma del mandante y la del Notario ante el cual supuestamente se suscribió fueron falsificados. Por tanto, el simple hecho de la existencia de un contrato de servicios profesionales entre quien recibió el pago y el demandante, no determina que tal cancelación haya sido bien hecha, pues ese documento no fue utilizado para el cobro, si se tiene en cuenta que para ello se presentó únicamente el poder falsificado. Es decir, que se omitió verificar que el pago de la obligación se haya hecho efectivamente al señor Rafael Antonio Baena Correa, quien por tales circunstancias, no tenía impedimento alguno para iniciar el proceso ejecutivo.
En consecuencia, revocó la sentencia de primera instancia, declaró no probada la excepción de cobro de lo no debido por pago total de la deuda y ordenó seguir adelante con la ejecución
. 
4.9 Del audio de esa diligencia se advierte que la funcionaria dejó de pronunciarse sobre la solicitud de deserción del recurso elevada por el apoderado de la parte ejecutada. También, que a pesar de ello, ese profesional del derecho no intervino para pedir se resolviera cuestión como esa.
5. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a la sentencia proferida por la funcionaria accionada, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) la sentencia en la que se encuentra vulnerados los derechos, fue proferida en segunda instancia en proceso ejecutivo de menor cuantía y por tal razón, en su contra, no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque esa providencia se dictó el 6 de julio pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. De acuerdo con los hechos relatados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, encuentra la sociedad demandante lesionados los derechos cuya protección invoca, en la circunstancia de que en la sentencia de segunda instancia se incurrió en: a) falta de motivación ya que si bien se revocó el fallo de primera sede, no se desvirtuaron los argumentos allí consignados; se fundamentó en la opinión personal de la jueza demandada y se dejó de resolver sobre asuntos de relevancia como el destino de los dineros depositados por Cobros y Consultorías Ltda a órdenes del juzgado por concepto del pago de la obligación y b) en defecto fáctico porque la valoración probatoria fue incompleta ya que no se tuvo en cuenta el contrato suscrito entre el acreedor y la citada sociedad, por medio del cual se dotó a esta última de la facultad de recibir, tampoco la denuncia interpuesta por hurto y falsedad contra Cobros y Consultorías Ltda, ni los soportes contables de esa sociedad, los cuales acreditan que entre esta y el ejecutante existían varios negocios. 

En tales condiciones, corresponde a la Sala analizar si el juzgado accionado incurrió en tales defectos.

6.1 Sobre la causal específica de procedencia de la acción de tutela por decisión sin motivación, la Corte Constitucional ha expresado:

“34. La necesidad de que las decisiones de los jueces estén plenamente sustentadas en el marco jurídico aplicable y en los supuestos fácticos objeto de estudio, condujo a que la ausencia de motivación de la decisión judicial se convirtiera en una causal independiente de procedibilidad de la tutela contra sentencias, tras ser valorada, en varias ocasiones, como una hipótesis de defecto sustantivo o material.
 
35. La Sentencia C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño.) dio un paso en esa dirección al reiterar que la decisión sin motivación es uno de los vicios que hacen procedente la tutela contra sentencias y relacionarlo con el “incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional”.

36. Más tarde, la Sentencia T-233 de 2007… precisó las pautas a las que se supedita el examen de la configuración del referido defecto. El fallo advirtió que la ausencia de motivación no se estructura ante cualquier divergencia con el razonamiento del juez, sino, únicamente, cuando su argumentación fue decididamente defectuosa, abiertamente insuficiente o inexistente. Esto, porque el respeto del principio de autonomía judicial  impide que el juez de tutela se inmiscuya en meras controversias interpretativas.  Su competencia, ha dicho la Corte, “se activa únicamente en los casos específicos en que la falta de argumentación decisoria convierte la providencia en un mero acto de voluntad del juez, es decir, en una arbitrariedad”.

 
37. Lo que debe tenerse en cuenta, finalmente, es que la estipulación de la falta de motivación como causal de procedencia de la tutela contra sentencias propende por la salvaguarda del derecho de los ciudadanos a obtener respuestas razonadas de la administración de justicia, cuestión que, adicionalmente, les permite ejercer su derecho de contradicción. Así, al examinar un cargo por ausencia de motivación de una decisión judicial, el juez de tutela deberá tener presente que el deber de presentar las razones fácticas y jurídicas que sustentan un fallo es un principio basilar de la función judicial que, de transgredirse, supone una clara vulneración del debido proceso.

El mencionado defecto se configura entonces cuando el funcionario judicial, en incumplimiento de sus deberes, profiere una decisión sin fundamentos fácticos ni jurídicos, y que esa carencia de motivación debe ser tangible y no producto de discrepancias interpretativas con la decisión adoptada.

De acuerdo con las pruebas recaudadas, puede decirse que la señora Jueza Tercera Civil del Circuito local adoptó las decisiones contenidas en la sentencia, con fundamento en una interpretación jurídica de las normas que regulan la validez del pago de las obligaciones, específicamente sobre la persona a quién debe hacerse y la posibilidad de que el acreedor encomiende esa facultad a un tercero. Con sustento en ello y teniendo en cuenta que en este caso el documento utilizado para efectuar el cobro de lo debido no fue el contrato de prestación de servicios en que se concedió la atribución de recibir, sino un poder suscrito por el acreedor que resultó ser falso, estimó que el pago fue inadecuadamente realizado ya que en últimas el ejecutante, por dicha circunstancia, no lo recibió y por tanto, le era inoponible la excepción de cancelación total de la obligación. 
En estas condiciones, para la Sala, contrario a lo alegado por la parte actora, dicha decisión sí se encuentra motivada, pues, lejos del capricho de la funcionaria demandada, se sustentaron de manera jurídica y fáctica las razones por las cuales se debía revocar la sentencia de primera instancia.
De otro lado, respecto a las supuestas situaciones dejadas de definir en esa providencia, concretamente sobre cómo se debía proceder en relación con los dineros depositados por Cobros y Consultorías Ltda por concepto del pago de la obligación, basta indicar que, tal como se desprende de las pruebas incorporadas, dicha circunstancia no fue objeto de debate en el proceso y por tal razón no era obligatorio decidir sobre la misma.
En este contexto, se puede concluir que la pretensión de la demandante no guarda relación con una inexistente o indebida motivación, más bien se dirige a obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible para el juez de tutela de conformidad con la jurisprudencia transcrita y en razón a la naturaleza residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí accionante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

6.2 En relación con el defecto fáctico en el que también se dice incurrió la jueza demadnada, es necesario empezar por citar lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
 
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.
47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
 
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…
 
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario, la funcionaria accionada, en la sentencia proferida, para declarar no probada la excepción de cobro de lo no debido por pago total de la obligación y ordenar seguir con la ejecución, analizó las siguientes pruebas documentales: a) el poder concedido a Cobros y Consultorías Ltda para reclamar ante la Aseguradora Solidario de Colombia el pago de la condena impuesta por el Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira a favor del señor Rafael Antonio Baena Correa
; b) el certificado de la Notaría Séptima del Círculo de Pereira en el que se expresa que el sello y la firma del Notario impresos en ese poder no son verdaderos
; c) el dictamen de perito grafólogo por medio del cual se determinó que la rúbrica del señor Rafael Antonio Baena Correa que aparece en ese documento, no procede de su gesto gráfico
 y d) el contrato de prestación de servicios profesionales suscrito entre el señor Rafael Antonio Baena Correa y el representante legal de Cobros y Consultorías Ltda
.
Y la conclusión a que llegó, luego de valorarlas, se reitera, fue que el pago realizado a esta última sociedad carece de validez ya que el poder concedido para ello resultó ser falso y aquel contrato de prestación de servicios no fue utilizado para ese fin. 
Esa apreciación probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del juzgado accionado. Por tanto, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.
No es cierto, como lo alega el apoderado de la parte demandante, que la funcionaria accionada haya dejado de valorar el contrato de prestación de servicios en el que el acreedor concedió a la sociedad Cobros y Consultorías la facultad de recibir las sumas que resultaran de la gestión del proceso ordinario que dio origen al ejecutivo, pues, como se vio, a este le restó mérito probatorio porque no fue el que sirvió de fundamento para realizar el pago en que se funda la respectiva excepción.

Y aunque no puede desconocer la Sala que la funcionaria de segunda instancia, tal cual lo expresó la sociedad accionante, dejó de valorar los soportes contables que dan cuenta sobre los negocios que mantuvieron Cobros y Consultorías Ltda y el señor Rafael Antonio Baena Correa y lo relativo a la denuncia penal que este promovió contra tal sociedad por hurto y falsedad, esa omisión, en el caso concreto, no variaría el sentido del fallo producido en segunda instancia.

En efecto, si el debate planteado en el proceso ejecutivo se relacionaba con la validez del pago realizado por la ejecutada, tales pruebas no resultarían idóneas para demostrar que el acreedor efectivamente sí recibió el dinero consignado por la Aseguradora Solidaria a Cobros y Consultorías Ltda, ni que aquel haya actuado de mala fe para recibir una doble cancelación de la deuda, pues aquellos estados contables
 si bien acreditan que la última de las citadas sociedades obtuvo ingresos a favor del señor Baena Correa, no evidencia por qué concepto y la referida denuncia penal solamente demuestra el afán del acreedor para que la justicia penal se pronunciara sobre la falsedad de su firma con fines de cobrar un dinero que le adeudaban. 
En conclusión, puede decirse que a pesar de las deficiencias en que incurrió la juez demandada al valorar tales pruebas, no puede afirmarse que haya incurrido en defecto fáctico, toda vez que de haberlas apreciado, la conclusión a la que llegó, en el sentido de la falta de validez del pago alegado, no habría variado.

7. También encuentra la sociedad actora lesionados sus derechos, porque la funcionaria accionada se abstuvo de resolver de manera expresa, la solicitud que elevó para que se declarara desierto el recurso de apelación que interpuso su contraparte en el tan mencionado proceso.

Aunque de acuerdo con las pruebas recogidas, la jueza accionada incurrió en tal omisión, también lo es que el representante judicial de la parte que elevó la solicitud de que se trata, ninguna otra le elevó para suplir esa omisión, a lo que ha debido proceder dentro de la audiencia respectiva y no por este medio excepcional de protección que se caracteriza por ser subsidiaria y por ende, resulta  improcedente como medio alternativo de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos.
Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial… la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó...

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

8. De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado respecto del defecto fáctico y la falta de motivación alegados, y se declarará improcedente en relación con  la falta de pronunciamiento sobre la deserción del recurso de apelación solicitada. 
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar la acción de tutela propuesta por el representante legal de la Aseguradora Solidaria de Colombia Entidad Cooperativa contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los Juzgados Primero y Segundo Civiles Municipales de esta ciudad y el señor Rafael Antonio Baena Correa, salvo respecto al hecho de la falta de pronunciamiento sobre la deserción del recurso solicitada, que se declarará improcedente.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
(Vienen firmas de sentencia de primera instancia proferida en la sentencia de tutela radicada No. 66001-22-13-000-2017-00992-00)
Los Magistrados,
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